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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1292/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE RECAUDACION Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., cuatro de marzo de dos mil veintiuno.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 1292/2019-3, promovido por la Persona Moral **********, contra actos del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha trece de diciembre de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito firmado por ********** en su carácter de Representante legal de la persona denominada **********, quien promueve Juicio Contencioso Administrativo en contra del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto o resolución: “…La resolución de fecha ********** con oficio No. **********…”; quien manifiesta tuvo conocimiento del mismo, el cinco de noviembre de dos mil diecinueve; en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera, se  concede la suspensión del acto o resolución impugnada sin otorgar garantía alguna..- Por  proveído del veintinueve de enero de dos mil veinte, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, se ordenó requerir a la parte actora para que exhiba e expediente administrativo que ofrece, o en su caso la solicitud que debió realizar previo a la presentación de la demanda..- Una vez reanudadas las actividades jurisdiccionales suspendidas por la pandemia del coronavirus Covid 19, por auto de fecha  veintisiete de agosto de dos mil veinte, se desecha la prueba documental marcada con el número 5, ofrecida por la parte actora en su escrito de demanda, y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el dieciséis de octubre de dos mil veinte, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se da cuenta con el   presentado por la parte actora y se certificó que no fueron formulados por la autoridad demandada; y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.
El Representante Legal de la persona moral actora, acreditó la  personalidad con la que comparece conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial otorgado por la sociedad actora, protocolizado ante la fe del Notario Público número 24, con ejercicio de esta ciudad, documental que obra en foja de la 16 a la 22 del expediente en que se actúa; asimismo, acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el original de los actos impugnados, visibles en fojas 30 y 31 de este sumario.

La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, quedó acreditada a través de la copia certificada de su nombramiento que obra en fojas 72 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del acto que señala la parte actora en su escrito inicial de demanda consistente en: Resolución de fecha ********** contenida en el Oficio No. **********emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí,  mediante la cual se resuelve la solicitud de inscripción en el registro Estatal Vehicular, presentada el día **********; acto el cual fue exhibido por la demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”
En ese tenor, se advierte que la diversa autoridad demandada, al producir su respectiva contestación que obra a fojas 60 a la 71 no opuso  excepciones y defensas ni causales de improcedencia y sobreseimiento, manifestando que el acto fe emitido cumpliendo con los requisitos que deben contener los actos administrativos de conformidad a lo establecido por el artículo 46 del código Fiscal del Estado de San Luis  Potosí. A ese respecto, debe señalarse que dichas afirmaciones constituyen cuestiones que deberán ser analizadas en el fondo del asunto en cuanto a su procedencia, ya que forman parte del acto impugnado.
Sirve de apoyo por analogía, la tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 4 a la 14 de este sumario, argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la siguiente Tesis de Jurisprudencia  de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia dela Nación, Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Por otra parte se procede al estudio y resolución de fondo del único concepto de impugnación que hace valer el promovente, el cual se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere: 

“UNICO.- VIOLACION AL ARTICULO 165, FRACCION II, DEL CODIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS, EN CORRELACION CON EL ARTICULO 16 DE LA CONSTITUCION MEXICANA. 
“
La autoridad demandada contraviene el principio de la debida fundamentación y motivación al dictar la resolución que se combate, toda vez que la misma carece en su totalidad de alguna norma legal en la que se apoye y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión, razón por la cual debe declararse la nulidad lisa y llana de dicha resolución.”

“…Una vez entendido lo anterior, resulta pertinente remitirnos al caso en concreto, es decir, a la resolución de fecha **********, misma que tal y como se expondrá a lo largo del presente, carece de toda fundamentación y motivación, impidiendo a mi mandante cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, así como la realización de una real y autentica defensa.”
“…Así las cosas, observará este H. Tribunal como tanto dichos argumentos, como la totalidad de la resolución de fecha **********, carecen de toda fundamentación y motivación legal que compruebe, o bien si quiera demuestre  a mi mandante el “por que” o “para que” de la conducta de la autoridad, es decir, las circunstancias y condiciones legales que llevaron a dicha Dirección de Recaudación Política Fiscal a negar la inscripción al Registro Estatal Vehicular de los Vehículos de cuenta, así como la expedición de las placas, tarjetas de circulación y calcomanías para cada uno de ellos.”
“Lo anterior sin perder de vista que la autoridad cita en su resolución diversos oficios que dejan claro que el “bloqueo” deriva a solicitud de la Administración Desconcentrada de Recaudación de San Luis Potosí” “1”, exponiendo aún más la falta de fundamentación y motivación en su resolución, pues no solo no cita el fundamento legal por el cual se encuentra impedido de realizar el trámite solicitado, sino que además no cita precepto legal alguno que indique que se encuentre obligada a dar cumplimiento a lo solicitado por de la Administración Descentralizada de  Recaudación de San Luis Potosí “1”
“Lo mismo sucede con el resto de lo argumentado por la autoridad tanto en la página 1, como en la página 2 de la resolución que se combate, pues nada de lo colegido por la misma puede llegar a entenderse como “fundamento legal”, y por consiguiente como “motivación”, pues no puede  tenerse el segundo, sin la existencia del primero; hecho que deja en claro la violación a los preceptos invocados en el presente agravio. (…).”
Del estudio del concepto de impugnación citado, se determina que resulta fundado y suficiente para determinar la ilegalidad del acto  impugnado.
De manera previa conviene destacar que el acto que determina la presente controversia se hace consistir según el escrito de demanda, en la Resolución de fecha ********** contenida en el Oficio No. **********emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, que obra en fojas 30 y 31 de este sumario, mediante la cual la autoridad demandada resuelve la solicitud que hace la accionante, respecto de que con fundamento en los artículos 15 fracción XI, del Reglamento Interior en la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, en correlación con el artículo 64, fracción I, inciso a) de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, le expida las placas, tarjeta de circulación y calcomanía para cada uno de los vehículos que cita en su escrito, así como también informe el monto de derechos que deberán pagarse para dicho trámite; en la cual la autoridad demandada  informa  como respuesta lo siguiente: 
“…Antecedentes: De acuerdo con consulta en Padrón Vehicular los registros PLACA SERIE MODELO ULTIMO MOVIMIENTO ESTATUS (…).”

“…Se encuentran bloqueado con impedimento de cualquier trámite administrativo de cambio de propietario en el sistema de Control Vehicular a solicitud de la Administración Desconcentrada de Recaudación de San Luis Potosí esto de acuerdo con oficio número (…), de fecha  **********. Lo anterior por tener controlados adeudos a nombre de la Razón Social (…), con registro (…), con la resolución determinada (…).”
“…Por lo anterior y de acuerdo a documentación anexa a su solicitud se observa que las fechas de refacturación de dichas unidades anteceden  como a continuación se describe: (…).”

“Por lo cual, le informamos que no es posible acceder a su petición en tanto la Administración Desconcentrada de Recaudación de San Luis Potosí “I” de proceder a la liberación de dichas unidades”. 
Bajo ese contexto, se advierte del examen practicado al texto del acto impugnado, que contraviene los principios fundamentales, previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales sustentan las garantías y los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica; al establecer que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho; así como que, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Ello es así, toda vez que se aprecia que la autoridad demandada, al emitir la resolución combatida y dictar la negativa para llevar el trámite administrativo de cambio de propietario en el sistema de Control que le solicitó la hoy accionante, omite fundar y motivar correctamente su impedimento, ya que no citó las disposiciones legales que le otorga facultades y lo legitiman para la emisión de la misma, así como no establece el fundamento legal en que se basó para sustentar su decisión, situación que genera que exista la ausencia total de fundamentación y motivación del acto reclamado que emite; lo que contraviene los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumple así con elementos y requisitos para la legalidad y validez del acto establecidos en los artículos 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado, y el 3° de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los numerales 164 fracciones I y V y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que a la letra refieren:

Ley de Hacienda para el Estado De San Luis Potosí
“Artículo 3º. En lo no previsto por esta Ley, se aplicará supletoriamente el Código Fiscal del Estado y, en defecto de éste, las normas del derecho común local.”
Código Fiscal del Estado
“Artículo 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas:

“…IV. Estar fundado y motivado;…”
Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
“Articulo 164. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

“…V. Estar fundado y motivado;...”

 “Articulo 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;...”

[Énfasis añadido]

En efecto, en el caso que nos ocupa, se observa que la demandada fue omisa en su totalidad en indicar en el texto del acto impugnado, el dispositivo legal que le faculta y da competencia para sostener su negativa  en los términos en que lo hizo; y el fundamento legal en que se sostiene su decisión, omisión de la autoridad, que constituye una obligación ineludible en todos y cada uno de sus actos y determinaciones, a virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse en primer  término por autoridad competente, expresándose el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue su legitimación, y en segundo  término con la debida fundamentación y motivación del acto que emite, circunstancia que en el caso que nos ocupa no sucedió, lo que genera que se desconozca el apoyo legal que faculta a la autoridad demandada para emitir el acto administrativo que se analiza, y el carácter con que lo emite, situación que priva al accionante de la  oportunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo y si la afirmación que sostiene encuentra apoyo legal en alguna norma, pues al no especificar, el dispositivo legal que lo regula y del cual emana la imposibilidad que refiere para llevar a cabo, y sobre la cual se pueda entender su competencia, mediante el uso del buen entendimiento y la sana crítica, trae como consecuencia una ausencia total de fundamentación y motivación del acto reclamado, lo que vulnera lo dispuesto por los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumple con las formalidades, elementos y requisitos, del acto administrativo de que se trata, lo que es violatorio de los principios de legalidad y seguridad jurídica a que se ha hecho alusión.
Para fortalecer el criterio anterior, se citan por analogía al resultar aplicables con el tema tratado, las siguientes Tesis Jurisprudenciales.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia número VI. 2o. J/248, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43., que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Época: Novena Época, Registro: 173565, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Enero de 2007, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/52, Página: 2127. “que refiere: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.”

No pasa inadvertido para esta Sala, que al respecto la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda expone diversos  hechos y circunstancias con lo que pretende justificar la legalidad del acto impugnado, como lo son; que la orden de bloqueo no corresponde a esa autoridad sino a una diversa que ejerce sus facultades en todo el territorio nacional, lo que genera certeza que la autoridad actúa dentro de sus límites y atribuciones conferidos por la ley, siendo así que esa autoridad se encontraba impedida para atender su solicitud conforme lo peticionado, y que resulta innecesario que esa autoridad demostrara a la demandante las circunstancias y condiciones por las cuales negó la inscripción al registro estatal vehicular de a unidades solicitadas, y que tampoco era su obligación citar el fundamento legal que indique que se encuentra obligada a dar cumplimiento a lo solicitado, señalando que resultaba suficiente expresar los motivos por los cuales se encontraba impedida para realizar el trámite, y que el oficio emitido no constituye un acto privativo, ni de molestia y que por lo tanto no están sujetos a los requisitos de fundamentación y motivación previstos por los artículos 16 de la Constitución Federal y el 46 del Código Fiscal de la Federación; sin embargo dichas argumentaciones, debieron formar parte de la fundamentación y motivación que sustenta la negativa que hace constar en el acto impugnado, ya que contrario a lo que argumenta la demandada la fundamentación y motivación constituye una la formalidad ineludible en todos los actos administrativos conforme a los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, para respetar los principio de legalidad y seguridad jurídica tutelados por los citados preceptos constitucionales, a virtud de es necesario que en el mandamiento escrito relativo al acto de autoridad se mencionen las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la facultad para aplicar la ley de la materia y la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado.
Situación que en el caso concreto no aconteció así, y en consecuencia, tales argumentaciones son ajenas a los actos reclamados, lo que se traduce en que la demandada pretende mejorar o perfeccionar la motivación expuesta sin que exista disposición expresa que autorice a mejorar la indicada motivación, pues por el contrario, los requisitos de fundamentación y motivación deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros, de ahí que dicha actuación no resulta válida al contenerse en documento distinto al acto controvertido.  Máxime que el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que las autoridades demandadas no podrán variar la fundamentación y motivación del acto impugnado.

Sirve de Apoyo a lo anterior la Jurisprudencia que enseguida se cita: Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

Conforme a lo anterior, debe sostenerse que resulta ilegal la Resolución de fecha ********** contenida en el Oficio No. **********emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí,  porque no cumple con la garantía de fundamentación y motivación consagrada en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación en los artículos 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado, y 3° de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, y los numerales 164 fracciones I y V y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, antes transcritos. 
Así las cosas, en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracciones I, II y penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando se dicta en contravención a las disposiciones legales aplicables.

En consecuencia, lo procedente será ordenar a la autoridad, una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la que resuelva conforme a derecho la solicitud de la actora atendiendo a los  lineamientos vertidos en esta sentencia, por tratarse de actos emitidos en respuesta a una petición  interpuesta por el particular, mediante el escrito que fue ingresado ante esa autoridad el día ********** según consta en el acuse del escrito visible en fojas 23 a la 28 de este sumario, pues de lo contrario se dejaría sin resolver la misma, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Sirve de sustento a lo anterior la Tesis aislada, Registro digital: 209118, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: I.3o.A.593 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XV-1, Febrero de 1995, página 235, que dice: 

“NULIDAD. ES PROCEDENTE LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO ANTE LA FALTA DE FUNDAMENTACION Y MOTIVACION RESPECTO AL ORIGEN DE LOS CREDITOS QUE CONSTITUYEN LA MATERIA DE FONDO DEL ASUNTO. Para saber si se está en los supuestos de la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, o en los de la fracción IV del mismo artículo, resulta necesario distinguir entre la falta de fundamentación y motivación que se pudiera advertir en la resolución reclamada, que contiene los créditos impugnados, y la falta de fundamentación y motivación de los créditos en sí mismos, cuando ésta se origina con el desconocimiento de los datos, elementos o documentos en que la autoridad se apoya para emitir la misma. En el primer caso, y siempre que la resolución se haya emitido en un procedimiento en el que por su naturaleza el particular hubiera tenido la oportunidad de oponer defensas o excepciones, la omisión de fundar y  motivar implica que se afecten las defensas del particular, y que ésta trascienda al resultado de la resolución emitida por la autoridad, por lo que, al cometerse una violación formal, procede declarar la nulidad para el efecto de que se emita una nueva resolución contra la cual el gobernado pueda hacer valer, eventualmente, sus defensas.  Sin embargo, en el segundo caso, es decir, cuando la resolución impugnada no ha sido emitida dentro de un procedimiento fiscal y, el contribuyente no tiene conocimiento de los fundamentos y motivos que justifican los créditos fincados en su contra, estamos frente a violaciones de fondo y, por tanto, la nulidad debe ser lisa y llana, pues por un lado los hechos y fundamentos que motivaron los créditos fiscales no fueron conocidos por el interesado, ni quedaron demostrados en cuanto a su existencia jurídica y, por otro lado, no es posible obligar a la autoridad a que haga uso de sus facultades de fiscalización, dado que ésta, en ejercicio de sus atribuciones podrá o no hacerlo. En otras palabras, para que proceda la nulidad para efectos, es menester que no se analice el fondo de la resolución impugnada, es decir, basta con que existan vicios formales en la tramitación o resolución reclamada. En cambio, si se analiza el fondo de la cuestión alegada, y se estima que la resolución en sí misma es ilegal porque no se ajusta a derecho al dictarse en contravención de disposiciones normativas, la nulidad del acto debe ser lisa y llana.”

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: La Resolución de fecha ********** contenida en el Oficio No. **********emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí,  por las razones antes expuestas, y por consecuencia la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia.
En virtud de los efectos de esta sentencia,  resulta innecesario el estudio de los argumentos restantes, en acatamiento por analogía, al criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, visible en la Página 8, Tomo: Informe 1982, Parte II, Tesis 3, Séptima Época; que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja. …”

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause estado, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar sobre su cumplimiento, en su oportunidad procesal.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  249, 250 fracción II,  251,  252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha derivado de cargas de trabajo, así como por suspensión de actividades jurisdiccionales debido a la pandemia denominada COVID-19, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
